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          ACTOR:

*********



DEMANDADO Y RECURRENTE: 
TESORERO MUNICIPAL DEL H. AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.                            

MAGISTRADO *********



JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIA
ADELA ORALIA RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                 San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria del 11 once   de junio del año 2021 dos mil veintiuno.
V I S T O S, para resolver los autos del Toca número 81/2020/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el  23 veintitrés de noviembre del  año 2020 dos mil veinte en el buzón de promociones de este Tribunal por el Lic. Rodrigo Portilla Díaz en su carácter de Tesorero Municipal del Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí   en  contra de la sentencia de fecha  15 quince de octubre del año próximo pasado,  pronunciada por la Primera Sala Unitaria al resolver  el juicio contencioso administrativo estatal número 446/2020/1, promovido por *********  en su carácter de representante legal de e la empresa *********




R E S U L T A  N D O

I.- Por escrito presentado  en la Oficialía de Partes de este Tribunal,  con fecha 17 diecisiete de julio  del año 2020 dos mil veinte el *********  en su carácter de representante legal de la empresa ********* ********* compareció a demandar  al  Tesorero  Municipal del H. Ayuntamiento Constitucional del Municipio  de San Luis Potosí,  Lic. Rodrigo Portilla Díaz, estableciendo como  resolución o acto impugnado: 
“a)  La determinación del crédito fiscal número IP-0022/2020 de fecha 4  de febrero de 2020 mismo que fue notificado el pasado 24 de febrero de 2020, por la cantidad total de  $57,359.60  (Cincuenta y siete mil trescientos cincuenta y nueve pesos 60/100 M.N.), por concepto de Impuesto Predial más accesorios correspondientes a los ejercicios fiscales 2018 y 2019.
b) Se reclama el acto concreto de aplicación, legalidad, constitucionalidad, vigencia, contenido y aplicación de la normatividad del decreto 0835, del 30 de diciembre de 2017, por el que se fijan los Valores de Suelo Urbano y Rústico, así como de Construcción para el Ayuntamiento de San Luis Potosí para el ejercicio Fiscal 2018 y la  reforma del 28 de julio de 2018 mediante decreto 1039 por el cual se reforma el decreto 835 por cuanto hace a su naturaleza como parte integrante de la norma que se impugna.

c)  Se reclama el acto concreto de aplicación, legalidad, constitucionalidad, vigencia contenido y la aplicación de la normatividad del  Decreto 020 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 27 de diciembre del 2018 que contiene los Valores del Suelo Urbano y Rústico así como de construcción para el ejercicio fiscal 2019, de los Municipios de Aquismón, Axtla de Terrazas, Cárdenas, Ciudad del Maíz, Ciudad Fernández, Ciudad Valles, Coxcatlán, Ébano, El Naranjo, Lagunillas, Matlapa, Rayón, San Antonio, San Ciro de Acosta, San Martín Chalchicuautla, San Vicente Tancuayalab, Santa Catarina, Soledad de Graciano Sánchez, Tamasopo, Tampamolón Corona, Tamuín, Tancanhuitz, Tanlajás, Tanquián de Escobedo, Tierra Nueva, Venado, Xilitla, y San Luis Potosí, en particular la porción normativa que corresponde a los Valores de Suelo Urbano y Rústico, como de Construcción para el Municipio de San Luis Potosí para el ejercicio fiscal 2019; en particular los valores que corresponden al Municipio de San Luis Potosí.
La normatividad señalada en los incisos b) y c) del presente capítulo corresponde a aquella que forma parte del Impuesto Predial para los ejercicios fiscales 2018 y 2019, en particular la normatividad aplicable para el cálculo y determinación de la base gravable  de dicho tributo, el Título Segundo Capítulo Primero de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, lo que se reclama en general la legalidad, vigencia, constitucionalidad y primer acto de aplicación del conjunto de normas que integran la determinación, cálculo, retención,  cobro y entero del Impuesto Predial para el ejercicio fiscal 2018 y 2019  en el Municipio de San Luis Potosí. 
Normas que se reclaman en virtud de su aplicación mediante la determinación del crédito fiscal impugnado y señalado en el inciso a) del presente capítulo.”

II.- Mediante acuerdo de fecha 31 treinta y uno de julio del año 2020  dos mil veinte, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a la autoridad demandada para que produjera  su contestación a la demanda, carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 66 a 79), refiriéndose a los hechos de la demanda, a los conceptos de derecho  con capítulo de ofrecimiento de pruebas, adjuntando los documentos que estimó convenientes para apoyar sus argumentos así como una causal de sobreseimiento que a su consideración se actualiza.*********III.- Seguido el juicio en todas sus fases, el primero de octubre del año próximo pasado, se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos  246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin la asistencia  de las partes,  en la que se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas dada su propia y especial naturaleza, consistentes en las documentales, presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones;   citándose para resolver; por lo que el  15 quince de octubre de la pasada anualidad, se procedió a dictar la sentencia respectiva, con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Primera  Sala Unitaria  del Tribunal  Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.
SEGUNDO.- Ha resultado  infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento planteada por la demandada, por lo que no se sobresee en el presente juicio.
TERCERO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

CUARTO.- Se  declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la resolución determinante del crédito fiscal número IP-0022/2020 de 04 de febrero de 2020,  precisada en el Resultando II, por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.”
IV.-  La sentencia  descrita en el punto que antecede, fue notificada a las  partes actora y demandada con fecha 28  veintiocho de octubre de la pasada anualidad  según consta en los autos del expediente del juicio  contencioso administrativo estatal.

V.- El 23 veintitrés de noviembre año próximo pasado se recibió en el buzón de promociones de este Tribunal el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada; recibido por la Primera Sala Unitaria, por acuerdo de fecha 25 veinticinco de noviembre fue remitido a esta  Sala Superior para su prosecución legal.
VI.- Por acuerdo de  22 veintidós de febrero de la pasada anualidad se radicó la apelación con el número  81/2020/SS se admitió a trámite con fundamento en los artículos 152 fracción I, 153 a 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y, con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia.
VII.- Por auto de fecha primero de junio del actual,  y en virtud de que la parte actora “Constructora Huerta Real S.A de C.V.” no desahogó por conducto de su representante legal la vista ordenada, con apoyo legal en el último párrafo  del artículo 154 del  Código Procesal Administrativo para el Estado  se citó para resolver el presente recurso de apelación.
C O N S I D E R A N D O.
PRIMERO. Competencia.-  A la Sala  Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción II, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido.- En cierto y se acredita con el informe rendido por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo estatal número 447/2020/1 en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata del Tesorero  Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, parte demandada en el juicio contencioso administrativo estatal arriba mencionado, cuya resolución es el acto impugnado, en los términos del artículo 152 fracción  III del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia fue notificada  a la autoridad demandada el día 28 de octubre de la pasada anualidad, surtió efectos el día 29 veintinueve del  mismo mes, por lo que en términos del artículo 40 de la  Ley Adjetiva supra citada  el plazo para la interposición del recurso transcurrió del  30 treinta de octubre al 23  veintitrés de noviembre de la misma; pues en ese lapso no deben contar los días 31 treinta y uno de octubre, 1º.  primero, 7 siete, 8 ocho, 14 catorce, 15 quince, 21 veintiuno y  22 veintidós de noviembre del 2020  dos mil veinte, por ser sábados y domingos, así como el 2 dos y 16 dieciséis del mismo mes al ser  días  inhábiles por ley. Por lo que  si el recurso de apelación se presentó el día 23 veintitrés de noviembre de la pasada anualidad, se efectuó con la debida oportunidad.
QUINTO. En observancia al principio de la economía procesal y de la simplificación de la sentencia  acorde a lo dispuesto por el artículo 17 constitucional, además de no existir en  la ley de la materia disposición alguna que obligue al Ad Quem,  no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de  la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante  para cumplir con los requisitos de congruencia y exhaustividad. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida  por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época Registro digital  196477, que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma”.
También cobra aplicación la tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y del Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, consultable en la página dos mil ciento quince, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, marzo de dos mil seis, Novena Época, de rubro y contenido siguientes:

“SENTENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL EMITIRLAS NO SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A TRASCRIBIR LA RESOLUCÍÓN RECURRIDA. El hecho de que en las sentencias que emitan los Tribunales Colegiados de Circuito, no se transcriba la resolución recurrida, no infringe las disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual quedan sujetas sus actuaciones pues el artículo 77  de dicha legislación no lo prevé así, ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; además, dicha omisión no deja en estado de indefensión al recurrente, puesto que ese fallo obra en los  autos y se toma en cuenta al resolver” 

SEXTO. Ahora, con la finalidad de arribar a una determinación al respecto,  para una mayor ilustración y para obtener un panorama jurídico del asunto de que se trata  previo al estudio del mismo, esta Sala Superior considera procedente realizar una relatoría de las actuaciones 
preliminares al dictado de la resolución apelada en forma sintetizada; esto es, revisar los antecedentes conformativos del procedimiento del cual emanó el acto impugnado, haciendo un compendio de las actuaciones procesales más relevantes.

a).- El actor reclamó como acto impugnado en forma  esencial,  la determinación del crédito fiscal  número IP-0022/2020 de fecha 4 cuatro de febrero del año 2020 dos mil veinte, por la cantidad de $142,542.51 ( Ciento cuarenta y dos mil, quinientos cuarenta y dos pesos 51/100 M.N)  por concepto de impuesto predial más accesorios correspondientes a los ejercicios 2018 y 2019.
Argumenta la actora en lo que interesa y en síntesis, que la valuación catastral del inmueble objeto de  la determinación  hecha por la autoridad demandada en el crédito fiscal que se impugna, es ilegal, porque el documento carece  totalmente de fundamentación y motivación tanto en la forma, en  la mecánica del cálculo y  los lineamientos técnicos de valuación para determinar el valor catastral del inmueble que es la base para el tributo que integra el crédito fiscal de que se duele.  Agrega que la autoridad no asentó al momento de hacer el cálculo de las contribuciones la esquematización del mismo ni señaló la base gravable de las cuotas, más aún que a esa base gravable  le aplicó los porcentajes del impuesto, tasas y demás accesorios.
Adiciona que del oficio liquidatorio se desprende que: 1.- No cita el fundamento legal ni el apartado específico de las tablas de Valores Unitarios que se utilizan para determinar el valor catastral del inmueble:  2.- No especifica el valor utilizado para cada ejercicio determinado: 3.-  No funda ni motiva la mecánica  de cálculo utilizada para determinar la base gravable del tributo: 4.-  No funda ni  motiva la extensión territorial del inmueble para efecto de  determinar su valor catastral: 5.- No especifica  la forma en que determina el valor catastral del inmueble: No invoca la norma específica donde venga señalado el valor por metro cuadrado para poder determinar el valor catastral del inmueble.
b).- Por su parte la autoridad demandada en su contestación expresa que la parte actora no señala de manera puntual  cuál es la afectación que pretende hacer valer, no estructura un argumento lógico que justifique la existencia de una ilegalidad en la emisión del acto que impugna porque al no haber satisfecho su obligación tributaria no puede alegar una afectación directa real y cierta a su esfera jurídica; que sus conceptos de impugnación se limitan a cuestiones inherentes a dirimir  la constitucionalidad de los decretos que contienen los valores de suelo urbano y rústico sin señalar agravio particular sobre el fondo del crédito fiscal.
Sigue manifestando la autoridad demandada en su contestación, que la actora solo  se encamina a desvirtuar la fundación y motivación  de la resolución determinante del crédito fiscal pero nada argumenta sobre el cálculo del impuesto predial, ni  a su actualización, el periodo de pago omitido, ni  controvierte las multas y recargos generados por la omisión del pago. Además de que en dicha resolución  está apegada a derecho pues en ella se contienen los elementos de la obligación tributaria  sujeto, objeto, base gravable, tasa o tarifa y fecha de pago; agregando que por todo ello la resolución impugnada cumple a cabalidad con la fundamentación y motivación porque  además señala claramente los preceptos normativos aplicables.
SEPTIMO.- Estudio analítico de los conceptos de agravio:
1.- El apelante en su primer motivo de disenso manifiesta que resulta difuso considerar que la declaración de nulidad lisa y llana del acto impugnado es adecuada, pues por una parte considera parcialmente fundados los “agravios” hechos valer por la actora, los cuales están destinados a la determinación de la base gravable, pasando por alto que los demás razonamientos del actor residen en el ámbito competencial de la autoridad a cargo de la determinación del valor catastral, o sea de la Dirección de Catastro,  distinta a esa Tesorería Municipal la cual no fue llamada a juicio como autoridad demandada. Adiciona que  por eso la resolución que apela descansa sobre una premisa incorrecta porque además de que la determinación del valor catastral del predio propiedad de la actora es competencia de  la autoridad catastral ajena a la recurrente, los razonamientos de la A quo en torno a la base gravable descansan en disposiciones legales abrogadas e inaplicables como lo es la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, dejándolo en estado de indefensión faltando al principio de legalidad, creando una confusión entre la esfera competencial que estriba en la determinación del valor catastral y la exacción de las obligaciones fiscales.
Este motivo de agravio resulta infundado e inoperante.

Ello es así, toda vez que en primer término la Sala Primigenia al dictar el fallo solo debió resolver sobre las pretensiones del actor que se deducen de su demanda en relación con el acto impugnado, es decir, que la finalidad del juicio es resolver sobe la causa petendi en relación con el bien jurídico protegido que se reclama de la autoridad demandada.

En el caso, la demanda no es ambigua ni irregular en el señalamiento de los requisitos exigidos por el artículo 233 del Código Procesal Administrativo, por lo que se no estaba en el caso de requerir al actor para que señalara diversa autoridad  como demandada, trámite que además  no está contemplado por la ley  ut supra. Por otra parte resulta palmario que por el contrario, el acto impugnado  está  definido y la autoridad demandada fue la que  lo emitió generando y admitiendo  con ello su competencia, según lo  aprecia atinadamente la Sala resolutora, supuesto que a mayor abundamiento,  la ahora apelante fue quien fundó su propia competencia para  emitir la determinación del crédito fiscal impugnado,  citando como base legal entre otros los artículos 81 fracciones III, IV, VI y XIV  de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, 121, 122, 123 fracciones VI, VII, VIII, XI y XXVI  del Reglamento Interno  del Municipio Libre del Estado, 18, 47 fracción II inciso b) 50 y 67  del Código Fiscal del Estado. 8 y 12  de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado.
En relación a que la Sala A quo se fundó en   la Ley de Catastro  del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que efectivamente fue abrogada  por la Ley del Registro de la Propiedad y del Catastro para el Estado de San Luis Potosí, según  su transitorio tercero,  este hecho carece de relevancia y ningún agravio le causa a la parte apelante, supuesto que los artículos  6º. Fracción XX, 51, 52, 53, 58 fracción I de la  primera ley  invocada, coinciden en sus textos con  los artículos 4º. fracción  XXXVI,  112, 113, 114 y 118 respectivamente de la   legislación citada en segundo término. Sucede lo mismo con los artículos 51, 52, 53, 55 y 58 que invoca  la recurrente como inaplicables por estar abrogados cuenta habida de que de un estudio comparativo entre la ley abrogada y la vigente, se colige corresponden en su texto a los artículos 112, 113, 114, 116 y 119 respectivamente de ésta última.
De acuerdo con lo anterior, los artículos referidos de la  ley   anterior no pueden considerarse abrogados completamente  por los correspondientes de la nueva ley. Avala esta afirmación una sana hermenéutica jurídica  ya que no pueden interpretarse sino tomando en cuenta la voluntad del legislador que es la misma deducida de la letra y el espíritu de los preceptos de ambas leyes, porque tienen los mismos principios, el mantenimiento de su estructura,  la correlación exacta, las reformas de la nueva ley  se consuman sobre el texto de  anterior vigencia,  por lo que descartan dudas sobre su alcance aunque evidentemente que no conservan su misma distribución numérica, lo cual es intrascendente. De ahí lo inatendible de este concepto de agravio.
Adiciona la apelante  como agravio que dentro de las disposiciones  que invocó de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado, Reglamento Interno del Municipio Libre, Código Fiscal del Estado y  Ley de Hacienda para los Municipios del Estado,  la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado de San Luis Potosí vigente, en ningún apartado señalan que la Tesorería Municipal es la encargada de realizar la asignación del valor catastral a los inmuebles, mucho menos dispone una atribución para que en base a las normas técnicas y administrativas avaladas por el Congreso del Estado, la Tesorería Municipal tenga la atribución de determinar el valor catastral aplicando los valores del suelo y construcción acorde  al área o sector catastral en que se encuentren situados.
Que la recurrida constituye una clara transgresión al principio de legalidad y seguridad jurídica porque le está imponiendo una carga y una obligación desproporcional  indebida como es la determinación del valor catastral, atribución exclusiva de diversa autoridad, como lo es la Dirección de Catastro Municipal.
Agravio  el anterior que se considera inoperante porque está introduciendo una cuestión ajena a la Litis. 

Los agravios en los que se introduzcan cuestiones novedosas son inoperantes, pues si lo planteado en estos se estudiara,  ello implicaría abrir una nueva instancia que brindaría el impugnante una oportunidad adicional para hacer valer argumentos diversos a los propuestos en su contestación de la demanda, lo que es contrario a la técnica y a la naturaleza del juicio administrativo y la equidad que debe llevar todo proceso.

Si los razonamientos de inconformidad que ahora hace valer el recurrente  no corresponden a los mismos que esgrimió al hacer valer sus argumentos en los que se funda su contestación a la demanda,  tal circunstancia constituye un impedimento tomarlos en cuenta en esta instancia, ello en acatamiento del principio de congruencia que debe imperar en toda sentencia, cuyo objeto es dilucidar la controversia conforme a los hechos materia de la Litis fincada en la demanda y contestación;  de no respetarse dicho principio implicaría sustraerse a la potestad del resolutor de la primera instancia, analizando cuestiones que por no formar parte del debate, no estuvo en condiciones de tomar en consideración al fallar la controversia.

De lo anterior se sigue que si los argumentos que se enderecen  contra cuestiones que no fueron hechos valer en la primera instancia, es decir, que no fueron materia de la Litis, son inoperantes porque  de acuerdo con el principio de congruencia y en  términos del artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, aplicado supletoriamente conforme a lo dispuesto por el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado, la sentencia solo deberá de ocuparse de estudiar y dirimir las acciones deducidas y las defensas opuestas en el procedimiento de origen. De ahí lo inoperante e improcedente de este agravio que se analiza.

A mayor abundamiento, la parte a quien perjudica una sentencia tiene la carga procesal de mostrar su ilegalidad a través de los agravios correspondientes. En este contexto y atento al principio de estricto derecho que priva en esta materia, resultan inatendibles los agravios referidos a cuestiones no invocadas  ab initio, toda vez que al basarse en razones distintas a las originalmente señaladas, constituyen aspectos novedosos e introducen nuevas cuestiones que no fueron incorporadas al  Litigio, cuenta habida de que debieron someterse previamente a la consideración de la A Quo, ante quien  no fueron abordadas y por lo tanto no fueron tomadas en consideración ni estudiadas por la  Sala del conocimiento, quien por ello no tuvo la oportunidad de examinar  sus planteamientos ni pronunciarse al respecto.

Por identidad jurídica sustancial, resultan aplicables las siguientes Tesis Jurisprudenciales;

Registro digital: 194507 instancia: tribunales colegiados de circuito:  novena época: materias(s): común tesis: viii.1o.21 k:  fuente: semanario judicial de la federación y su gaceta. tomo IX, marzo de 1999, página 1376: tipo: aislada

“AGRAVIOS INOPERANTES POR PLANTEARSE CUESTIONES AJENAS A LA LITIS.- Si la recurrente al formular alegatos ante el magistrado responsable que resolvió el recurso de apelación que constituye el acto reclamado en el juicio de amparo indirecto, no expresó como tales los que ahora hace valer como agravios en el recurso de revisión, es claro que los mismos no formaron parte de la litis de esa instancia, ni tampoco se pronunció al respecto la juez de distrito al dictar la sentencia reclamada al través del presente recurso, por lo que al ser esto así es clara la inoperancia de los agravios, ya que no se pueden abordar cuestiones que fueron ajenas tanto a la litis formada en el recurso de apelación como a la del juicio constitucional.”

Registro digital: 176604: Instancia: Primera Sala: Novena Época:  Materias(s): Común: Tesis: 1a./J. 150/2005:     Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Diciembre de 2005, página 52: Tipo: Jurisprudencia

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE REFIEREN A CUESTIONES NO INVOCADAS EN LA DEMANDA Y QUE, POR ENDE, CONSTITUYEN ASPECTOS NOVEDOSOS EN LA REVISIÓN.- En términos del artículo 88 de la Ley de Amparo, la parte a quien perjudica una sentencia tiene la carga procesal de demostrar su ilegalidad a través de los agravios correspondientes. En ese contexto, y atento al principio de estricto derecho previsto en el artículo 91, fracción I, de la ley mencionada, resultan inoperantes los agravios referidos a cuestiones no invocadas en la demanda de garantías, toda vez que al basarse en razones distintas a las originalmente señaladas, constituyen aspectos novedosos que no tienden a combatir los fundamentos y motivos establecidos en la sentencia recurrida, sino que introducen nuevas cuestiones que no fueron abordadas en el fallo combatido, de ahí que no exista propiamente agravio alguno que dé lugar a modificar o revocar la resolución recurrida.”
2.- En su segundo motivo de disenso la autoridad apelante aduce que la Sala primigenia le causa agravio al declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, porque ese tipo de nulidad es la consecuencia de una declaración jurisdiccional que priva de todo valor a los actos carentes de los requisitos de fondo  y no solo a los que no reúnen los requisitos formales como la ausencia de fundamentación y motivación. Y que suponiendo que hipotéticamente el crédito fiscal adolezca de un requisito, ello indicaría únicamente la falta de un elemento formal, por lo  que la  Resolutora  omitió considerar que la nulidad por vicios formales no debe ser  lisa y llana sino para efectos, los cuales se traducen en que la autoridad determine dictar una nueva resolución o bien decida no hacerlo.
Agrega que estableció que la Sala del conocimiento  como fundamento la fracción II del artículo 250 del Código  Procesal Administrativo el cual señala como ilegalidad del acto cuando en el mismo se omitan los requisitos formales que afecten las defensas del quejoso, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación violando además lo dispuesto por el artículo 251 del mismo Ordenamiento adjetivo que establece que el juzgador debe precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad deba cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales. 
Este motivo de inconformidad también deviene inoperante e inatendible en virtud de que la determinación de la A quo  no causa  agravio al recurrente.

En efecto, en primer lugar, el precepto adjetivo invocado por la autoridad apelante otorga la razón a la resolutora, cuenta habida de que en el caso se trata de facultades discrecionales y por ello no era su obligación precisar con claridad  la forma y términos en que la autoridad deba cumplir.
 Conviene conocer el contenido literal de los artículos 164, 165  y 167 del Código Procesal Administrativo de San Luis Potosí los cuales en lo que interesa disponen:
“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:
(….)
V. Estar fundado y motivado;
(…)
 “ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:
(….)
I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;
(…)
“ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.

El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido; no se presumirá legítimo ni ejecutable, ni podrá subsanarse, sin perjuicio de que pueda expedirse otro acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa. La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos.

En caso de que el acto se hubiera consumado, o bien, sea imposible de hecho o de derecho retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad del servidor público que lo hubiere emitido u ordenado.”

El artículo 164 antes transcrito realiza un listado de los elementos del acto administrativo, aquellos cuya omisión no sólo da lugar a la anulabilidad del acto administrativo, sino a declarar su plena inexistencia, esto es, el sistema  al detectar la falta de alguno de los elementos del acto administrativo lo expulsa del orden jurídico  como si nunca hubiese existido y por lo tanto, no puede derivar ningún efecto legal de su emisión. Sin embargo por tratarse de facultades discrecionales de la autoridad, se deja a salvo su derecho a emitir o no  una nueva resolución en la que subsane las omisiones en que incurrió, contrariamente a lo que aduce la apelante  al interpretar  el artículo 251 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado, en el cual categóricamente se establece que las sentencias deberán  precisar con toda claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales; casos de excepción en los cuales no se debe consignar una línea para el cumplimiento de la sentencia, sino que el acto impugnado ya no tiene efectos jurídicos por lo que se deja al arbitrio de la autoridad precisamente en uso de esas facultades discrecionales volver a iniciar el procedimiento o no hacerlo.
Ello es así porque la nulidad de las resoluciones administrativas debe ser entendida en sentido amplio, siendo la consecuencia de una declaración jurisdiccional que priva de valor y eficacia a las decisiones afectadas por alguna causa de ilegalidad. La calificativa de nulidad implica tanto una declaración como una sanción jurídica consecuente, como puede ser la emisión de un nuevo acto subsanando los vicios formales detectados ya sean procedimentales o de fondo que deriven del ejercicio de facultades regladas, o bien  la libertad para ejercer facultades con cierto arbitrio de naturaleza netamente discrecional de la autoridad, actualizándose también la  nulidad lisa y llana con la alternativa para dictar otro acto purgando vicios procedimentales. 
La nulidad lisa y llana no necesariamente conlleva un impedimento para que la autoridad  administrativa en el marco de sus facultades discrecionales  emita un nuevo acto subsanando las deficiencias del impugnado, sino que los efectos de ese tipo de nulidad se define por la trascendencia de la violación ya sea de forma o de fondo, en la ineficacia de  los actos impugnados. De ahí que la apelada no cause agravio alguno a la recurrente porque así planteada le otorga toda la libertad de elaborar una nueva resolución sin contar para ello un tiempo perentorio, sin perjuicio de que la autoridad administrativa proceda cuantas veces lo considere necesario, dentro del plazo que la caducidad de sus atribuciones se lo permita; por el contrario  si la  nulidad se hubiera declarado para efectos como lo pretende el apelante, en la ejecución de la sentencia respectiva tendría un término forzoso para cumplirla.
 Esto es, que la decisión de la juzgadora le beneficia; luego entonces el agravio que se analiza debe considerarse inoperante, porque el resultado  de declarar la nulidad para efectos y la nulidad lisa y llana tienen las mismas consecuencias, o sea emitir una nueva resolución acatando los lineamientos que se le hayan fijado y en el plazo que se le señale en ejecución de sentencia, o dictarla cuando lo considere necesario pero siempre respetando los términos de la caducidad  o de la prescripción si opta por ello. 
Porque cuando del estudio de los argumentos  hechos valer como agravio, se desprende que de cualquier forma aun declarándolos fundados, no beneficiarían a la autoridad recurrente, se deberán considerar inoperantes. La anterior determinación descansa en el principio de economía procesal que tiene como finalidad acatar el contenido del mandato del segundo párrafo del artículo 17 constitucional que está encaminado a asegurar que las autoridades encargadas de administrar justicia lo hagan de manera pronta e imparcial 

En cuanto a las violaciones formales, si al estudiar la eficacia del acto administrativo, la gravedad de la infracción, es decir su trascendencia, la forma en que fueron afectadas las defensas del promovente, si se trata de una violación grave  que provoque un estado de in defensión y trascienda al sentido de la resolución impugnada, generará una nulidad lisa y llana en forma absoluta pero dependiendo del tipo de discrecionalidad y de la ponderación que del  mismo haga el juzgador, se podrá decretar la nulidad lisa y llana dejando a salvo  las atribuciones de la autoridad como ya se indicó ut supra.
En este orden de ideas y en virtud de que la liquidación y cobro del impuesto predial deriva del ejercicio de facultades discrecionales de la autoridad demandada, resulta lógico que no puede constreñírsele a que emita un  nuevo acto en sustitución del considerado nulo, pero tampoco se le puede impedir esa actuación, pues ello equivaldría a que este Órgano Jurisdiccional  sustituyera a las autoridades administrativas en la libre apreciación de las circunstancias y oportunidad para actuar que le otorgan los ordenamientos aplicables, luego es evidente que no puede dictarse como lo pretende la apelante, una nulidad para efectos.
Esta aseveración encuentra su fundamento legal en lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que invoca como fundamento la apelante y que  como ya se indicó ut supra pero que aquí es necesario repetirlo, establece que las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la  nulidad de los mismos y de las consecuencias que de estos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución o modificándolas para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos  en que la autoridad debe cumplir, esto es cuando se trata de nulidad para efectos, pero también señala como caso de excepción cuando se trate de facultades discrecionales, como sucede en la especie, en los términos de la apelada.
 La nulidad de las resoluciones administrativas debe entenderse en sentido amplio siendo consecuencia de una declaración jurisdiccional que sirva de valor y eficacia a las decisiones afectadas por alguna  causa de nulidad. Los efectos de la nulidad lisa y llana atenderá diversas razones y aspectos como son la ilegalidad recurrida, la posibilidad de subsanar la actuación, así como otro tipo de aspectos afectados ya sea sustantivos o adjetivos.

 En el caso si el vicio de ilegalidad detectado por la Sala resolutora consistió en la falta de fundamentación y motivación, lo que constituye  una cuestión de forma y no de fondo, es correcto que la A quo haya decretado la nulidad lisa y llana  de la resolución administrativa impugnada, sin impregnarle ninguna consecuencia a su decisión, máxime que la ilegalidad en comento no tiene el alcance para determinar incorrecto un tema de fondo, y menos para impedir a la autoridad emitir una nueva subsanando  las infracciones ya que no implica cosa juzgada que impida a la autoridad decidir lo que corresponda, por lo cual no le afecta en su esfera jurídica. 
Es atendible y fundamenta las consideraciones de esta resolución el criterio y tesis jurisprudencial que a continuación se cita y transcribe.
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 “MULTAS FISCALES QUE NO CUMPLEN CON LA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBE ATENDERSE A LA GÉNESIS DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA Y DECRETAR LA NULIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 239, FRACCIÓN III, Y ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, POR DERIVAR AQUÉLLAS DEL EJERCICIO DE FACULTADES DISCRECIONALES. Tratándose de multas fiscales impuestas por las autoridades administrativas al descubrir la infracción de disposiciones fiscales con motivo del ejercicio de facultades de comprobación, declaradas ilegales por la Sala Fiscal por no reunir los requisitos formales a que se refiere el artículo 38, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, de conformidad con la fracción II del artículo 238 del propio ordenamiento, la nulidad que debe decretarse al efecto debe atender a la génesis de la resolución impugnada y, en su caso, declarar la prevista en la fracción III, y párrafo final, del artículo 239 del mismo ordenamiento, toda vez que el acto administrativo sancionador que incumple con las exigencias formales aludidas es la culminación de facultades discrecionales ejercidas por las autoridades fiscales, de manera que en esta clase de asuntos el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no puede obligar a las autoridades a que dicten una nueva resolución ante la discrecionalidad que la ley les otorga para decidir si deben obrar o abstenerse, pues además de que no es dable a dicho Tribunal sustituir a las demandadas en la apreciación de las circunstancias y en la oportunidad para actuar que les otorgan las leyes, ello podría perjudicar al administrado en vez de beneficiarlo; pero tampoco puede válidamente impedirse que la autoridad administrativa pronuncie nueva resolución, porque con tal efecto le estaría coartando su poder de elección. De ahí que cuando el acto discrecional sólo es censurado por falta de fundamentación y motivación no se viola, en perjuicio del particular, el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos cuando se declara nulo el acto impugnado en términos del artículo 239, fracción III, y último párrafo, del Código Tributario Federal, ya que la norma resuelve el problema en su justa dimensión, en virtud de que el control que en la vía jurisdiccional ejerce el Tribunal indicado protege plenamente al particular del acto concreto, sobre todo si se tiene en cuenta que merced al vicio formal detectado, cuando se dicta la sentencia de nulidad en términos de la fracción II del mencionado artículo 238, no queda dirimido el problema de fondo de la multa impuesta, pues aún no se ha determinado si se realizó o no la conducta infractora del contribuyente, ni se conoce si va a existir una nueva resolución en perjuicio del revisado o visitado.”

En consecuencia, al resultar infundados los motivos de agravio, se confirma la nulidad de la resolución o acto impugnado, mismo que derivó de un procedimiento oficioso iniciado con motivo de facultades discrecionales, en el cual se detectó omisión a los elementos de existencia, y que por ello ha quedado sin efecto legal alguno; sin que se impida a la autoridad, según sus facultades discrecionales, iniciar algún nuevo procedimiento de revisión, ni tampoco que pueda ser conminada a través del procedimiento de cumplimiento de sentencia, ni impedírsele actuar en uno u otro sentido. 
3.- Por último en relación al argumento de que la Sala resolutora no realizó el estudio integral  de todas las cuestiones planteadas tanto por la parte actora como por la demandada,  como lo asienta con razón la A quo, al ser fundado uno delos conceptos de impugnación y suficiente para decretar la nulidad de la determinación combatida no se entra al estudio de los restantes pues  cualquiera que fuese su resultado  no cambiaría el sentido del fallo, sustentándose en la Tesis jurisprudencial que enseguida se transcribe:
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“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA RECLAMACIÓN. LA DESESTIMACIÓN DE LOS ENCAMINADOS A COMBATIR UNA RAZÓN QUE POR SÍ MISMA SUSTENTA EL SENTIDO DEL ACUERDO RECURRIDO, HACE INNECESARIO EL ESTUDIO DE LOS DEMÁS.- Si del acuerdo de presidencia recurrido se advierte que se expusieron varias razones para sostener su sentido y de su estudio se aprecia que cada una, por sí misma, es suficiente para justificarlo, es inconcuso que al desestimarse los agravios dirigidos a combatir una de ellas, tal circunstancia hace innecesario el estudio de los demás, pues ni resultando fundados cambiarían el sentido del acuerdo impugnado.
Tesis de jurisprudencia 115/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31  horas  en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
En consecuencia:
PRIMERO.- Resultaron infundados e inoperantes los agravios formulados  por la parte recurrente.

SEGUNDO.-  Se confirma en sus términos quedando por lo tanto intocada,  la sentencia recurrida conforme a lo expuesto en el considerando séptimo de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese con testimonio de esta resolución; remítanse los autos a la Sala de origen, háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada Yun Sen Fiscal Wong, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Así lo resolvió y firma el  Magistrado Titular de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa                      JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA    quien actúa con Secretaria General de Acuerdos  Laura del Castillo Martínez que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativas que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
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